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Exp. 441/2021/1 y 445/2021/1 Acumulados 


TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

EXP: 441/2021/1 Y 445/2021/1 ACUMULADOS.

ACTORES: 

**********.

MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.
San  Luis  Potosí,  San Luis Potosí, veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno.

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos de los Juicios Administrativos números 441/2021 y 445/2021 ACUMULADOS, promovidos por**********, en contra del DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO; y, 
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdos dictados el primero de julio de dos mil veintiuno y treinta de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a los comparecientes señalados en el párrafo que antecede, demandando por sus propios derechos, la nulidad del acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

"Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí"
De dicha autoridad se impugna el acto siguiente:

“La resolución dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en el procedimiento administrativo de Responsabilidades número**********.”

II.-Con fecha veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, se celebró la audiencia incidental de acumulación de autos en los expedientes que nos ocupan, decretándose la procedencia de la acumulación de autos, en términos de la resolución pronunciada el  uno de octubre de dos mil veintiuno, por lo que se dejó sin efecto la interrupción decretada, reanudándose el procedimiento, fijándose fecha y hora para la celebración de la audiencia de ley respectiva.

III.- Substanciado el juicio en cada una de sus etapas, el ocho de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de los abogados autorizados de la parte actora, no así de los delegados de la autoridad demandada. El Secretario de Acuerdos de esta Sala Unitaria, dio lectura al escrito de demanda, al de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la partes; se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba. Se hizo constar que la autoridad demandada en ambos expedientes ofreció el expediente**********. En periodo de pruebas se tuvo por desahogadas las documentales de las partes dada su propia naturaleza. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos por las partes, los que se ordenaron glosar a los autos, para los efectos legales conducentes, por lo que se dio por terminada la audiencia y se citó para resolver el juicio, turnándose los autos al Magistrado Relator para formular el proyecto respectivo.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Los comparecientes con el carácter de actores acreditaron su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento en copia debidamente certificada de la resolución de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra de los aquí actores, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; documental que obra a fojas 10 a la 36 y 743 a la 770 de los expedientes acumulados en los que se actúa.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Director General de Legalidad e Integridad Pública, en representación del Director de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 691 y 692, 807 y 808 de los presentes expedientes.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra de los aquí actores, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, cuya copia debidamente certificada se localiza a fojas 10 a la 36 y 743 a la 770 de los expedientes en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer la excepción de improcedencia de la acción; sin embargo dicha excepción se refiere a que la resolución impugnada fue dictada conforme a derecho y cumpliendo con los requisitos legales, lo que desde luego no es una causal de improcedencia, sino una argumentación relativa al fondo del asunto.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 3 a la 9 y 712 a la 725 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”
SEXTO.- En principio es menester señalar que la litis de este juicio es analizar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en la resolución de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra de los aquí actores, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, documental la cual ha sido debidamente valorada con antelación.

Resolución del juicio número 441/2021/1
Parte Actora: **********
En el primer concepto de impugnación del escrito de demanda presentado en el juicio anotado, la parte actora sostiene que le causa agravio la aplicación de la sanción, ya que es aplicada de manera excesiva, arbitraria e ilegal, ya que la actora en el momento de los hechos bajo ninguna circunstancia transgredió los derechos del quejoso, por lo que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera correcta, las responsabilidades que tenía.
A juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, se estima que el argumento citado deviene en inoperante, como enseguida se explica.

Primeramente debemos precisar que el acto impugnado en el presente juicio consistente en la resolución dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, mediante la cual se sanciona a la parte actora con suspensión del empleo cargo o comisión por el período de veinte días.
En el Expediente Administrativo que culminó con el dictado de la resolución impugnada, se atribuyó la existencia de la falta administrativa no grave, al actualizarse “el incumplimiento a la obligación prevista por el artículo 48 fracción I,  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, relativa a cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño, disciplina y respeto, a los particulares con los que llegare a tratar, lo anterior al emitir el acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, le desconoció la calidad de víctima a**********, refiriendo que este no tenía carácter ni como víctima ni como ofendido, con ello incurrió en incumplimiento a su obligación consignada en el artículo 131 fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales, consistente en vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados, en tanto que los derechos humanos que asistían como víctima al aludido quejoso, fueron desconocidos por la servidora pública en dicho acuerdo, lo cual trasciende a la esfera de tales derechos…”
Por tanto, si bien la actora señala en su agravio en estudio que en el momento de los hechos bajo ninguna circunstancia transgredió los derechos del quejoso, sin embargo dicha cuestión no se encuentra desvirtuada, y si por el contrario se acreditó por parte de la autoridad el incumplimiento a la obligación prevista por el artículo 48 fracción I,  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, con la emisión del acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, en el que desconoció la calidad de víctima a**********, por lo cual en incumplió la obligación consignada en el artículo 131 fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales, consistente en vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados, en tanto que los derechos humanos que asistían como víctima al aludido quejoso, fueron desconocidos por la actora en su carácter de servidora pública, máxime que atento a lo previsto en el segundo párrafo del numeral 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al  pronunciar    la  sentencia    se  debe  considerar    que  los  actos  impugnados    gozan    de  presunción   de  legalidad.

Ahora bien, en el mismo agravio la parte actora refiere que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera correcta, las responsabilidades que tenía la aquí actora; a este respecto es menester anotar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha distinguido que existen actos de autoridad que carecen totalmente de los requisitos de fundamentación y motivación, y que por su parte, existen aquéllos en los que dichos requisitos son indebidos. 
En ese sentido, nuestro Máximo Tribunal ha emitido criterios que permiten diferenciar entre la falta y la indebida fundamentación y motivación, de tal suerte que ha explicado que por lo primero (falta) se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la segunda hipótesis (indebida) se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.
(Énfasis nuestro)

A continuación se transcribe la siguiente Tesis de Jurisprudencia que sirve de sustento a lo explicado con antelación:

Época: Novena Época 

Registro: 173565 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXV, Enero de 2007 

Materia(s): Común 

Tesis: I.6o.C. J/52 

Página: 2127 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.
La autoridad demandada en la resolución que se controvierte fundamenta y motiva respecto a las responsabilidades de la accionante en los términos siguientes:

********** (se suprimen imágenes)
Como se observa, la autoridad demandada invocó como fundamentos legales en el acto que emitió, particularmente en la determinación de la existencia de la falta administrativa con cargo a la actora, los artículos 48 fracción I, 74 y 75, 206 fracción IX de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 131 fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales, 20 inciso c) fracción V de la Carta Magna. Lo anterior así se aprecia en la parte relativa de la resolución impugnada denominada “DETERMINACIÓN DE LA FALTA ADMINISTRATIVA O RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA”, que se localiza a foja 27 vuelta, 28, 29, 30 y 31 de este sumario, documental que ha sido valorada con anterioridad. 

Y en lo que respecta a la expresión de razonamientos lógico-jurídicos que motivaron la resolución impugnada, la autoridad demandada explicó en la parte concluyente de éste, que se acreditaba la existencia de la falta administrativa no grave, atribuida a la actora, relativa al incumplimiento a la obligación prevista por el artículo 48 fracción I,  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, relativa a cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño, disciplina y respeto, a los particulares con los que llegare a tratar, lo anterior al emitir en su calidad de servidora pública, el acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, mediante el cual le desconoció la calidad de víctima a**********, refiriendo que este no tenía carácter ni como víctima ni como ofendido, por lo que incurrió en incumplimiento a su obligación consignada en el artículo 131 fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales, consistente en vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados, en tanto que los derechos humanos que asistían como víctima al aludido quejoso, fueron desconocidos en dicho acuerdo. 
Por tanto, aún cuando la accionante refiere que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera correcta, las responsabilidades que tenía la aquí actora; sin embargo, respecto del cúmulo de dispositivos legales que cita la Autoridad Demandada en la resolución impugnada, y consideraciones legales vertidas, la demandante es omisa por completo en demostrar que no son aplicables, son insuficientes, o bien que no son los idóneos para sostener la legalidad de la actuación autoritaria, así como también no se dirige a descalificar o evidenciar la ilegalidad de las consideraciones que sustentan el acto combatido; por lo que su argumentación es por completo infundada, e inoperante para demostrar que se cometió en su perjuicio violación alguna.
Por lo que hace al diverso motivo de disenso, relativo a  que al momento de los hechos le correspondía a la accionante la aplicación de la Ley Federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, para lo cual señala concretamente el numeral 17 BIS, y 72 de  la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Dicho argumento resulta infundado, toda vez que los dispositivos legales a que hace alusión, pertenecientes a los ordenamientos legales (Ley Federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos y Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí), resultan inaplicables al caso que nos ocupa, toda vez que al momento de acontecer los hechos motivo del procedimiento de responsabilidad que le fue instaurado, es decir al 18 de octubre de 2018 (fecha del dictado del acuerdo mediante el cual la servidora pública le desconoció la calidad de víctima a**********) por cuanto hace a la Ley Federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, se encontraba abrogada por la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la que en su artículo transitorio Tercero estableció que ésta entraría en vigor al año siguiente de la entrada en vigor del Decreto respectivo, por lo que entró en vigencia el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, de ahí que no era aplicable la Ley Federal en comento, máxime que la aquí actora en su calidad de servidora pública, en el cargo de Agente del Ministerio Público adscrita a la Subprocuraduría de Procedimientos Jurisdiccionales, delitos de robo a casa habitación, industria y comercio, de la Fiscalía General del Estado, no es perteneciente a la administración pública federal, por lo que evidentemente se rige por las Leyes Estatales, al formar parte de la administración pública Estatal.
En lo relativo a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, de igual forma tampoco le resulta aplicable, en virtud de que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí fue abrogada al entrar en vigencia la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a lo establecido en el artículo transitorio Segundo de esta Ley, la cual fue publicada el tres de junio de dos mil diecisiete, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, y atento al artículo transitorio Primero su entrada en vigencia lo es a partir del diecinueve de julio de dos mil diecisiete,  previa  su  publicación  en  el  Periódico Oficial  del  Estado  “Plan  de  San  Luis”; por lo que la legislación invocada por la actora, se encontraba abrogada al 18 de octubre de 2018, fecha del dictado del acuerdo, que constituye los hechos motivo del procedimiento de responsabilidad respectivo; de ahí que resulte inaplicable al presente asunto el ordenamiento legal en cita y por ende infundado el agravio vertido por la actora.
Por lo que hace al agravio, que a decir del actor le causa la resolución dictada dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades, toda vez que no realiza y analiza la valoración correcta de las constancias que integra dicho expediente, pues considera que de ellas se advierte diversos oficios y actos jurídicos con los que se acredita que la actora no le quitó la calidad de víctima de la que se duele el quejoso.
Resulta inoperante dicho argumento, toda vez que del análisis de la resolución que constituye el acto impugnado, se aprecia que la emisora se pronunció en relación a la valoración de pruebas, en los siguientes términos:
********** (se suprimen imágenes)
Del análisis de la resolución cuya nulidad se impugnó, se aprecia que en el considerando Quinto, la autoridad emisora señaló en lo referente a la aquí actora, al analizar en lo individual la existencia de los hechos atribuidos como faltas administrativas, en el cargo que desempeña la accionante, las probanzas consistentes en: la documental relativa al acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, emitido por la actora, en su calidad de Agente del Ministerio Público B, dentro de la Investigación**********, donde precisó que las personas víctimas u ofendidos que figuraban en dicha carpeta eran personas distintas al**********, precisando que no le asiste el derecho para solicitar copias auténticas de una carpeta de investigación de la que no es parte, ni como víctima ni como ofendido, o menos aún como imputado; también se hace referencia a la prueba relativa al oficio **********de fecha 22 de agosto de 2018, dirigido al Juez de Control en Turno del Centro de Justicia Penal en San Luis Potosí y signado por la actora en su carácter de Agente del Ministerio Público B, en el que resulta de relevancia que entre las víctimas u ofendidos hace referencia al**********; y la prueba consistente en la resolución del Amparo **********de trece de noviembre de dos mil dieciocho, emitida por el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, la que demostró la existencia del fallo, en el cual el quejoso es el Señor**********, resolviendo amparar y proteger al quejoso contra actos del Agente del Ministerio Público B, señalando además que el quejoso tenía el carácter de víctima indirecta en la carpeta de investigación, por lo que el desconocimiento de tal carácter de víctima constituía una violación a los derechos humanos del quejoso.
Respecto a la valoración de las pruebas reseñadas, la emisora del acto en el apartado relativo a VALORACIÓN DE PRUEBAS, el que se localiza en el Considerando CUARTO de la resolución combatida, se pronunció en los siguientes términos:

“…Probanzas identificadas bajo los numerales 1, 2, 3, 4, 5; se valoran de conformidad con lo dispuesto por los artículos 121, 158 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que en relación a los artículos 90, 91 y 163, párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las cuales demuestran los hechos que contienen las mismas, las que adquieren valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, en términos de lo señalado por el artículo 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí en relación con el ordinal 134, de ese ordenamiento, por cuanto a los alcances probatorios, se tiene que demuestran los documentos que fueron integrados dentro del expediente durante la investigación administrativa, los hechos que dieron lugar a encausar en el procedimiento a los ciudadanos **********y respecto de…, se acredita además en cuanto al acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, lo emitió en su calidad de Agente del Ministerio Público la C. **********, dentro de la investigación**********, donde refirió que las personas víctimas u ofendidos que figuraban en dicha carpeta eran personas distintas al Señor…y que no le asistía el derecho para solicitar copias autentificadas de una carpeta de investigación de la que no era parte, ni como víctima ni como ofendido, por cuanto a la documental consistente en oficio **********de veintidós de agosto de dos mil dieciocho, dirigido al Juez de Control en Turno del Centro de Justicia Penal en San Luis Potosí; S.L.P. y signado por**********, en el cual se advierte la petición a dicho juez a efecto de que conduzca a proceso a …, para lo cual relata diversos hechos, documento en que precisa como víctimas entre diversos al señor**********. Por cuanto a la documental consistente en la resolución del Amparo **********de trece de noviembre de dos mil dieciocho, la cual demuestra la existencia del fallo emitido por el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, promovido por**********, en el cual Ampara y protege al quejoso, contra actos de la Agente del Ministerio Público…, además señala que el quejoso…tenía el carácter de víctima indirecta en la carpeta de investigación, por lo que el desconocimiento de tal carácter de víctima constituía una violación a los derechos humanos del quejoso…”
Conforme a lo anterior, es evidente que opuesto a lo argumentado por la actora, la autoridad demandada si precisó las pruebas y análisis de las mismas, las cuales fueron debidamente valoradas, sustentándose en  lo dispuesto por los artículos 121, 158 y 159, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación a los artículos 90, 91 y 163, párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, refiriendo que con las mismas se demostraban los hechos contenidos en las mismas,  otorgándoles valor probatorio pleno, en términos de lo señalado por el artículo 136, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí en relación con el ordinal 134, de ese ordenamiento.

En relación a las consideraciones legales vertidas por la autoridad demandada en la resolución de mérito, la parte actora no se dirige a descalificar o evidenciar la ilegalidad de las consideraciones que sustentan el acto combatido; por lo que su argumentación es por completo infundada, e inoperante para demostrar que se cometió en su perjuicio violación alguna; por lo que si bien considera la demandante que de las constancias se advierte diversos oficios y actos jurídicos con los que se acredita que la actora no le quitó la calidad de víctima de la que se duele el quejoso, también resulta cierto que no precisa la constancia o el oficio, ni la forma en la que se desvirtúa la falta administrativa atribuida, máxime que no controvierte la calificación de los elementos probatorios, y el alcance probatorio de los mismos, con los cuales quedó acreditada y actualizada la conducta infractora.

En diverso aspecto, aduce la actora que le causa agravio la ilegal sanción dictada, en razón de que nunca se contempló que la actora no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos imputados, además de no ser fundado y motivado el acto de autoridad.
El argumento de que se trata es inoperante, al hacerse derivar de una premisa falsa, como lo es la relativa a que nunca se contempló que la actora no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos imputados, pues como se analizó en párrafos anteriores, los diversos medios de prueba aportados por la Autoridad Investigadora, los cuales fueron debidamente valorados por la emisora del acto impugnado, demostraron la falta administrativa imputada a la actora, por lo que en modo alguno se estableció o contempló que la actora no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos imputados, sino por el contrario quedo demostrado fehacientemente que incurrió en la falta administrativa al incumplir con la obligación prevista en la fracción I, del numeral 48 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Lo anterior tiene apoyo, por analogía, en la jurisprudencia 108/2012, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 1326, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.
Por otra parte, refiere la actora que, la demandada no hizo una correcta motivación y fundamentación al realizar su determinación, ya que no incumplió en sus funciones al realizar a cabalidad sus funciones como Agente del Ministerio Público, pues a través del oficio dirigido al Centro de Justicia Penal solicito fecha y hora para formular imputación y en ese mismo oficio preciso la calidad de víctima del Señor**********, por lo cual considera contradictorio que el quejoso sin medio de prueba alguno señale que la actora le quitó el carácter de víctima, cuando en realidad con esa solicitud demuestra que también fue considerado víctima en esa causa penal.
Dicho concepto de impugnación es infundado, pues en efecto si bien se señala en la resolución impugnada que el oficio **********de fecha 22 de agosto de 2018, dirigido al Juez de Control en Turno del Centro de Justicia Penal en San Luis Potosí y signado por la actora en su carácter de Agente del Ministerio Público B, en el que resulta de relevancia que entre las víctimas u ofendidos hace referencia al Señor**********, sin embargo dicho medio probatorio fue vinculado por la autoridad emisora, al acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho en el cual la servidora pública le quitó la calidad de víctima al Señor**********, a fin de denotar la falta administrativa atribuida, para contrastar por una parte el reconocimiento de carácter de víctima indirecta en la carpeta de investigación, de la persona mencionada,  en el oficio de 22 de agosto de 2018, y por otra parte, con posterioridad mediante el acuerdo de 18 de octubre de 2018, resaltar el desconocimiento de tal carácter de víctima, por parte de la servidora pública, parte actora en el presente juicio, por lo que no se actualiza la aludida contradicción; máxime que el acto irregular en el procedimiento de Responsabilidad Administrativa lo constituye precisamente este último acuerdo de referencia.
En relación con el diverso motivo de impugnación, en el sentido de que le causa agravio a la actora el hecho de que el quejoso no haya ofrecido según el principio de la carga probatoria dato, medio o prueba con la que haya demostrado que la demandante en complicidad con diverso asesor jurídico le haya quitado la calidad de víctima, pues señala que en la audiencia inicial se dio cuenta de que la actora platicó con el asesor jurídico sin que conste que lo platicado haya sido ponerse de acuerdo para bajarlo de la audiencia, por lo que al no haberse demostrado la complicidad no es creíble que la contraloría la sancione.
 En relación con dicha aseveración resulta oportuno señalar que, con base en la resolución impugnada se desprende que los hechos de los cuales derivó la falta administrativa precisada por la Autoridad Investigadora se resumió en lo conducente lo siguiente:
“…Por último referente a que la servidora pública investigada, dentro de la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho en complicidad con el Asesor Jurídico …le quitó el carácter de víctima al C. …se advierte que no existen indicios que hagan posible acreditar que **********en su carácter de Agente del Ministerio Público “B” adscrita a la Subprocuraduría de Procedimientos Jurisdiccionales, delitos de Robo a Casa Habitación, Industria y Comercio, de la Fiscalía General del Estado, emitió determinación alguna en la que desconoció la calidad de víctima de …en la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho, celebrada dentro de la causa penal**********.”
Circunstancia la anterior que evidencia que, la anotada causa relativa a que la aquí actora en su calidad de servidora pública investigada, dentro de la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho en complicidad con el Asesor Jurídico a que se hace referencia, le quitó el carácter de víctima al Señor**********, no existieron indicios de que se haya emitido determinación por la aquí actora, en la relatada complicidad, en la que se desconociera la calidad de víctima de la persona citada en la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho, celebrada dentro de la causa penal en mención; pues lo anterior así se desprendió de lo expuesto por la Autoridad Investigadora, por lo que la mencionada complicidad no fue motivo de falta administrativa atribuida en el procedimiento correspondiente.
Lo anterior aunado a que, en la resolución de mérito resalta la falta administrativa atribuida a la aquí accionante, la que se encuentra especificada en el apartado denominado “LA CONDUCTA”, consistente en lo siguiente:
“…la servidora pública investigada tenía la obligación de vigilar que dentro de la carpeta de investigación**********; se respetaran los derechos humanos de…lo cual no aconteció, toda vez que al desconocerle su calidad de víctima se violentaron sus derechos humanos, razón por la cual dicha irregularidad se traduce en el posible incumplimiento funciones que le fueron encomendada por la fracción I del artículo 131 del Código Nacional de Procedimientos Penales en su cargo como Agente del Ministerio Público “B”, adscrita a la Subprocuraduría de Procedimientos Jurisdiccionales, delitos de Robo a Casa Habitación, Comercial e Industrial, de la Fiscalía General del Estado; y lo que a su vez implica la inobservancia a las obligaciones que todo servidor público debe cumplir, en específico la contenida en la fracción I del artículo 48 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En virtud de las consideraciones vertidas, esta Autoridad Investigadora determina existen suficientes elementos para presumir que **********en su carácter de Agente del Ministerio Público“B” adscrita a la Subprocuraduría de Procedimientos Jurisdiccionales, delitos de Robo a Casa Habitación, Industria y Comercio, de la Fiscalía General del Estado, al emitir el acuerdo de fecha el dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dentro del cual desconoció el carácter de víctima de… en la carpeta de investigación **********y con esto violento los derechos humanos del quejoso, toda vez que si le asistía dicha calidad; incumplió su obligación consignada en artículo 131 fracción I del Código Nacional de Procedimientos Penales, consistente en vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados.”
De la conducta relatada, no se advierte referencia a falta alguna atribuida a la actora consistente en que en complicidad con diverso asesor jurídico le haya quitado la calidad de víctima al quejoso; de ahí que dicha conducta no haya sido motivo del procedimiento de Responsabilidad Administrativa, ni mucho menos de imposición alguna de sanción por parte de la autoridad demandada por tal conducta, por tanto es inoperante su argumento.
Respecto al concepto de impugnación relativo, que le causa agravio a la actora la ilegal sanción impuesta en razón que nunca se contempló, que no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos imputados, además de ser excesivo porque no fueron considerados los supuestos  consistentes en los elementos a tomar en cuenta para la imposición de las sanciones administrativas.

Resulta inoperante su argumento, pues es preciso destacar que en la resolución impugnada se contempla en el considerando SEXTO, lo relativo a la DETERMINACIÓN DE LA FALTA ADMINISTRATIVA O RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, toda vez que la emisora procedió a la valoración y ponderación de los elementos contenidos en el numeral 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, previo a la imposición de la sanción consistente en suspensión del empleo cargo o comisión por el término de veinte días, ello al señalar en las fracciones I, II, y III, respectivamente, el  nivel  jerárquico  y  los  antecedentes  del  infractor,  entre  ellos,  la  antigüedad  en  el  servicio, las  condiciones  exteriores  y  los  medios  de  ejecución,  y la  reincidencia  en  el  incumplimiento  de  obligaciones, exponiendo las consideraciones legales pertinentes al valorar tales elementos, los cuales sirvieron para individualizar la aludida sanción administrativa, de ahí que se acredita debidamente que tales elementos contenidos en la legislación en comento si fueron tomados en cuenta para imponer la sanción; lo cual es contrario a la afirmación de la actora al sostener que no fueron considerados los supuestos  consistentes en los elementos a tomar en cuenta para la imposición de las sanciones administrativas, sin que controvierta las consideraciones y fundamentos expuestos en la valoración y ponderación de dichos elementos, no obstante que la servidora pública conoció los criterios fundamentales de la decisión.
Concatenado a lo anterior, la emisora una vez valorados los elementos previstos en la legislación invocada con antelación, determinó que quedó demostrada la existencia de la falta administrativa no grave con cargo a la aquí demandante, al señalar en lo conducente:

“…Por lo que una vez valorados los elementos previstos por la ley de la materia conforme a lo relatado, ésta Autoridad Resolutora advierte que ha quedado demostrada la existencia de la falta administrativa no grave con cargo a**********, actualizando el incumplimiento a la obligación prevista por el artículo 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí,…”
En las relatadas condiciones la sanción administrativa se considera debidamente fundada y motivada, al tomar en cuenta los elementos previstos en el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que al valorar tales aspectos justificó la sanción impuesta, con base en las consideraciones expuestas en los términos del Considerando Sexto de la resolución en estudio, a fin de que la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva.

Cabe señalar, que la accionante refiere en su agravio Cuarto, el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el cual considera le resulta aplicable, sin embargo como quedo señalado en párrafos anteriores, dicha legislación no le resulta aplicable a la actora, en virtud de que ésta fue abrogada al entrar en vigencia la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a lo establecido en el artículo transitorio Segundo de esta Ley, la cual fue publicada el tres de junio de dos mil diecisiete, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, y atento al artículo transitorio Primero su entrada en vigencia lo es a partir del diecinueve de julio de dos mil diecisiete,  previa  su  publicación  en  el  Periódico Oficial  del  Estado  “Plan  de  San  Luis”; por lo que la legislación invocada por la actora, se encontraba abrogada al 18 de octubre de 2018, fecha del dictado del acuerdo, que constituye los hechos motivo del procedimiento de responsabilidad respectivo; de ahí que resulte inaplicable al presente asunto el ordenamiento legal en cita y por ende infundado el agravio vertido por la actora.
Resolución del juicio número 445/2021/1

Parte Actora: **********.
El actor aduce que le causa agravio los resolutivos segundo, tercero y quinto, en donde se establece que se demostró su presunta responsabilidad administrativa, por lo cual considera injustificada la sanción impuesta, señalando que el día de la audiencia  inicial de fecha 15 de octubre de 2020 se encontraba de incapacidad conforme a las documentales que exhibe, por lo que se duele de un indebido proceso al no velar la autoridad por asignarle un defensor de oficio que le asistiera desde un inicio, a fin de evitar que el actor no tuviera conocimiento posterior de lo que acontecía o de las subsecuentes notificaciones pues su domicilio se ubica en el municipio de Matehuala y no en la Capital, por lo cual considera se vedo su derecho de ser oído en audiencia inicial al desconocer la fecha y hora, por lo que no se le garantizo una defensa adecuada.
Resulta inoperante lo argumentado por el actor conforme a lo siguiente:

Del análisis de la resolución que constituye el acto impugnado, se aprecia que la autoridad demandada en el Resultando IV, señaló lo siguiente:

“…Así mismo, por oficio**********, la Substanciadora. Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, notificó personalmente el diecisiete de septiembre de dos mil veinte, al C. **********en su carácter de Asesor Jurídico de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa materia del acuerdo de doce de junio de dos mil veinte, así como la fecha de la Audiencia inicial prevista por el artículo 207 fracción II, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí;….”
Conforme a lo transcrito con antelación, se aprecia que la demandada se pronunció en relación a la notificación realizada de manera personal al aquí actor, respecto del oficio**********, el cual le fue debidamente notificado el diecisiete de septiembre de dos mil veinte, relativo a la iniciación del procedimiento de responsabilidad administrativa en su contra, con motivo del cargo conferido, y derivado de las omisiones o conductas presuntamente constitutivas de responsabilidad administrativa señaladas en el artículo 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, hechos atribuidos de manera presuntiva por la Autoridad Investigadora, dentro del Expediente de Investigación Administrativa**********.
Lo anterior se constata con la información contenida en el Disco óptico aportado por la autoridad demandada, relativo al Expediente Administrativo de Responsabilidades, en el que se visualizan las constancias relativas al oficio**********, fechado el 15 de septiembre de 2020, mediante el cual se cita al actor a la audiencia de Ley prevista, con fecha de recepción por parte del aquí actor el 17 de septiembre de 2020, aunado a la razón de diligencia de notificación personal de esa misma fecha, en la que se hace constar que el actor quedo debidamente notificado del contenido del oficio mediante el cual se cita a la audiencia de ley a celebrarse el**********, con base en las constancias que obran a fojas 731 a la 734 del disco que contiene el archivo digital del expediente administrativo formado con motivo del procedimiento instaurado en contra del actor, al que se le concede valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En la fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia de Ley, se hizo constar la inasistencia del actor, así como la presentación del escrito presentado en esa misma fecha, solicitando el accionante el diferimiento de la audiencia dada su imposibilidad para asistir, por lo que a fin de respetar su garantía de audiencia la autoridad procedió a otorgar el diferimiento solicitado, fijando las nueve horas del quince de octubre de dos mil veinte, y se hace efectivo al servidor público el apercibimiento decretado en el oficio citatorio**********, de 15 de septiembre de 2020, en el sentido de que de no señalar domicilio para recibir notificaciones en el lugar donde se substancia el presente domicilio, en el primer escrito presentado ante la autoridad administrativa, la consecuencia de ello será que, las notificaciones aún las de carácter personal se le harían por medio de lista que se fije en los estrados de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado.

Con la constancia relativa a la razón levantada el siete de octubre de dos mil veinte, el diligenciario habilitado y adscrito a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, procedió a notificar por lista de notificación por estrados al accionante en este juicio, el contenido del acta administrativa de la audiencia de Ley de seis de octubre de dos mil veinte celebrada dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa, fijándose dicha lista en los estrados ubicados en la puerta de acceso principal de la Dirección de Responsabilidades y Ética Publica de dicha Contraloría.
 Lo anterior, se constata en las fojas 751 y 752 frente y vuelta, así como 756 del Disco óptico ofertado por la demandada.
En la fecha fijada para la celebración de la audiencia de Ley, (quince de octubre de dos mil veinte), se tuvo al actor por no compareciendo, no obstante de haber sido legalmente notificado del diferimiento de la audiencia peticionado por el propio actor, como se hace constar en el acta administrativa correspondiente levantada para tal fin.
En las relatadas condiciones, si bien el actor se duele de que el día de la audiencia  inicial de fecha 15 de octubre de 2020 se encontraba de incapacidad, por lo que se duele de un indebido proceso al no velar la autoridad por asignarle un defensor de oficio que le asistiera desde un inicio; sin embargo la incapacidad que afirma no le exime de su comparecencia a la audiencia de ley, máxime que fue debidamente notificado de la audiencia inicial, y si bien es posible el diferimiento de la audiencia por causas de caso fortuito o de fuerza mayor debidamente justificadas, atento a lo establecido en la fracción III, del numeral 207 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin embargo el actor no formulo solicitud al respecto, ello al no constar tal circunstancia en el acta administrativa correspondiente.
Por tanto, ante la inasistencia del servidor público aquí actor, a la audiencia de Ley celebrada el 15 de octubre de 2020, la autoridad no se encontraba en obligación legal de nombrarle un defensor que le asistiera en la audiencia, toda vez que la ley de la materia no lo prevé en la forma anotada, al prever la fracción II, del artículo 207 de la Ley en comento, que la demandada deberá hacer saber al actor el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio; lo cual así se le hizo saber mediante el acuerdo de citación a la audiencia de Ley, pues así se desprende de su contenido.
En tal virtud, si bien los servidores públicos que sean sujetos a un procedimiento administrativo sancionador disciplinario, tienen derecho a designar un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio, sin que en el caso el actor haya ejercido tal derecho de designación de un defensor, y ante su inasistencia a la audiencia de ley la autoridad demandada no tenía la obligación de requerir al servidor público presunto infractor, para que designara defensor, ni tampoco de designarle a uno de oficio, ante su inasistencia.
Conforme al dispositivo jurídico previsto en la fracción II, del numeral 207 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en el que se establece que se le hará saber al presunto responsable el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio; el legislador hizo extensivo el derecho fundamental de defensa adecuada, establecido en el artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución General, en beneficio de los servidores públicos del Estado de San Luis Potosí, con lo cual se pretendió dotarlos de asistencia técnica efectiva durante el procedimiento administrativo sancionador; por lo que si en el presente asunto el servidor público no compareció a la audiencia inicial, y por ende no ejerció el derecho de designación de un defensor, la autoridad demandada no se encontraba compelida a requerirlo para su designación, ni mucho menos designarle un defensor de oficio, pues la obligación de la autoridad para designar un defensor de oficio nace ante la circunstancia de que el servidor público señalado en la causa como presunto responsable una vez impuesto de los autos, requiera de ese derecho, bien porque no quiera o no pueda nombrar un defensor, no así de velar por asignarle un defensor de oficio, ante su inasistencia a la audiencia inicial.
Por lo que hace a la inobservancia de la autoridad demandada, del derecho del actor a ser oído en audiencia inicial; resulta infundado su argumento, toda vez que como quedo señalado en párrafos que anteceden, con la constancia relativa a la razón levantada el siete de octubre de dos mil veinte, el diligenciario respectivo, procedió a notificar por lista de notificación por estrados al actor, el contenido del acta administrativa de la audiencia de Ley de seis de octubre de dos mil veinte celebrada dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa, fijándose dicha lista en los estrados, en la cual dado el diferimiento de la audiencia peticionado por el propio actor, se hizo constar la nueva fecha fijada para la celebración de la audiencia de Ley, (quince de octubre de dos mil veinte), por lo que fue legalmente notificado de la audiencia inicial.

De los medios de prueba señalados, los cuales ya fueron debidamente valorados, se acredita que la autoridad demandada hayan ajustó su actuación a lo establecido en el numeral 207 fracción II, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establece que en el caso de que la autoridad substanciadora admita el informe de presunta responsabilidad administrativa, ordenará el emplazamiento del presunto responsable, debiendo citarlo para que comparezca personalmente a la celebración de la audiencia inicial, señalando con precisión el día, lugar y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como la autoridad ante la que se llevará a cabo, haciéndole saber el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio.

Por tanto, se le otorgó al hoy accionante su garantía de audiencia, en los términos del precepto legal en cita, al haber sido debidamente notificado de la fecha y hora señaladas para la audiencia inicial, y estar en aptitud de rendir su declaración por escrito o verbalmente, así como de ofrecer las pruebas que estimara necesarias para su defensa, y manifestar lo que a su derecho conviniere, sin que el accionante hubiese comparecido a dicha audiencia, lo cual se hizo constar en el acta respectiva, por lo que tuvo la oportunidad de defensa.
Por lo tanto, al llevarse a efecto el procedimiento como lo indica el artículo 207 en sus diversas fracciones, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consecuentemente se concluye que le fue otorgado al actor la garantía de audiencia y legalidad  consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, habida cuenta que tal garantía debe entenderse en el sentido de que se diera la oportunidad al actor, de ser oído dentro de un procedimiento en el que previo a la privación o afectación de un derecho, se cumplieran las formalidades esenciales que garantizaran su derecho de defensa.

  Sirve de apoyo a lo anterior el criterio jurisprudencial que enseguida se transcribe:
No. Registro: 200,234, Jurisprudencia, Materia(s): Constitucional, Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, II, Diciembre de 1995, Tesis: P./J. 47/95, Página: 133

FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.

Séptima Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Informes , Tomo: Informe, 1974 , Parte II , Página: 25

AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE.  En los casos en que los actos reclamados impliquen privación de derechos, existe la obligación por parte de las autoridades responsables de dar oportunidad al agraviado para que exponga todo cuanto considere conveniente en defensa de sus intereses; obligación que resulta inexcusable aun cuando la ley que rige el acto reclamado no establezca tal garantía, toda vez que el artículo 14 de la Constitución Federal impone a todas las autoridades tal obligación y, consecuentemente, su inobservancia dejaría a su arbitrio decir acerca de los intereses de los particulares, con violación de la garantía establecida por el invocado precepto constitucional.

Ahora bien, a juicio de la Sala es evidente que la violación al procedimiento de que se duele el accionante no afectó sus defensas y trascendió al sentido de lo resuelto, toda vez que le fue otorgada la garantía de audiencia, en la que tuvo oportunidad de ofrecer pruebas, y manifestar lo que a su derecho conviniere, sin que el accionante hubiese comparecido a dicha audiencia, lo cual es una cuestión atribuible únicamente a la parte actora, no así a la autoridad, por consiguiente no existe violación a las formalidades del procedimiento, lo que trae como consecuencia que el acto sea legal.

En un diverso motivo de impugnación, el actor se duele de que le causa agravio el considerando segundo de la resolución impugnada, en la página 8 último párrafo en donde refiere que el usuario **********se le desconoció su calidad de víctima y que se le violentaron derechos humanos, en ese tenor la autoridad refiere en su página 9 párrafo tercero que, dentro de la audiencia de 20 de septiembre del 2018 en complicidad con el suscrito le quitó el carácter de víctima indirecta a un familiar de una víctima directa.
Resulta infundado su argumento anterior, toda vez que con base en la resolución impugnada se desprende que los hechos de los cuales derivó la falta administrativa precisada por la Autoridad Investigadora se resumió en lo conducente lo siguiente:

“…Por último referente a que la servidora pública investigada, dentro de la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho en complicidad con el Asesor Jurídico C. **********le quitó el carácter de víctima al C. …se advierte que no existen indicios que hagan posible acreditar que …en su carácter de Agente del Ministerio Público “B” adscrita a la Subprocuraduría de Procedimientos Jurisdiccionales, delitos de Robo a Casa Habitación, Industria y Comercio, de la Fiscalía General del Estado, emitió determinación alguna en la que desconoció la calidad de víctima de …en la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho, celebrada dentro de la causa penal**********.”
Lo transcrito con antelación, corresponde al contenido de la resolución en el apartado que especifica el actor (página 9 párrafo tercero), de lo cual se advierte que la causa relativa a que la aquí diversa actora en su calidad de servidora pública investigada, dentro de la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho en complicidad con el Asesor Jurídico**********, le quitó el carácter de víctima al Señor**********, no existieron indicios de que se haya emitido determinación por la aquí actora**********, en la relatada complicidad, en la que se desconociera la calidad de víctima del Señor **********en la audiencia de veinte de septiembre de dos mil dieciocho, celebrada dentro de la causa penal en mención; pues lo anterior así se desprendió de lo expuesto por la Autoridad Investigadora, por lo que la mencionada complicidad no fue motivo de falta administrativa atribuida en el procedimiento correspondiente.

Lo anterior aunado a que, en la resolución de mérito resalta la falta administrativa atribuida al actor**********, la que se encuentra especificada en el apartado denominado “LA CONDUCTA”, consistente en lo siguiente:

“…B). Respecto del diverso servidor público Investigado**********, la Autoridad Investigadora afirma:

“…Por las consideraciones vertidas, esta Autoridad Investigadora determina que existen suficientes elementos para presumir que **********en su carácter Asesor Jurídico adscrito a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, al omitir representar, asesorar y/o asistir a la víctima **********con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral; ejercitando las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Licenciada**********, dentro de la carpeta de investigación**********; incumplió sus obligaciones consignadas en el artículo 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí”

Lo anterior, deriva de la narración vinculada a los elementos de prueba recabados por la Autoridad Investigadora, según se ha transcrito en párrafo previos, imputaciones que serán materia de análisis respecto de cada servidor público posteriormente.”

De la conducta relatada, no se advierte referencia a falta alguna atribuida al actor en este juicio, consistente en que haya actuado en complicidad con diversa persona y le haya quitado la calidad de víctima al Señor**********, toda vez que la imputación consistió en omitir representar, asesorar y/o asistir a la víctima citada con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral; ejercitando las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Licenciada**********, dentro de la carpeta de investigación**********; de ahí que la mencionada conducta de complicidad a que hace alusión el  actor no fue motivo del procedimiento de Responsabilidad Administrativa, ni mucho menos de imposición alguna de sanción por parte de la autoridad demandada, por tanto resulta infundado su argumento.

En otro aspecto, el actor se duele de que en el considerando segundo página 10, se advierte que de manera subjetiva que la autoridad demandada refiere que como asesor jurídico de **********posiblemente incumplió lo establecido en el artículo 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí, a lo cual considera no se advierte violación a esos derechos que enumera.
En el mismo argumento, refiere que la demandada señala que el actor tenía la obligación de asesorar y representar al usuario**********, y que eso fue lo que dentro de su competencia realizó, pues dicha persona reconoció al actor como su asesor jurídico desde que le fue asignado como parte del grupo de asesores jurídicos que lo representaría, y en la página 11 primer párrafo la autoridad demandada refiere que el demandante omitió representar, asesorar o asistir a la víctima, insistiendo en que no hay nada que permita establecer esa falta de asistencia, asesoría y representación por parte del actor, pues siempre realizó su representación, asesoramiento y asistencia de manera íntegra.
Dicho argumento resulta inoperante, pues si bien la emisora menciona en la resolución impugnada que el actor en su calidad de servidor público incumplió lo previsto en el artículo 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, al omitir representar, asesorar y/o asistir a la víctima con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral; la demandada también mencionó en la resolución impugnada la conducta atribuida por omisión de ejercitar acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la servidora pública dentro de la Carpeta de Investigación**********; respecto de lo cual el aquí accionante fue omiso en controvertir la totalidad de los  hechos en que la autoridad sustentó su actuación, como lo es que el servidor público aquí actor como asesor jurídico de la víctima (**********) no realizó el ejercicio de las acciones legales en contra del acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, mediante el cual la servidora pública en su  carácter de Agente del Ministerio Público le desconoció la calidad de víctima, máxime que la emisora señaló en la misma página 10 a que hace referencia el actor en su agravio, que del estudio de las constancias que integran la investigación en comento, no existía documental que acreditara que el actor en este juicio haya asesorado o asistido a la víctima anotada, para ejercitar acción legal alguna contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, mediante la cual se le desconoció el carácter de víctima, situación que no es controvertida; por lo que devienen de inoperantes sus argumentos.
Refuerza la anterior postura, por analogía, los siguientes criterios cuyos de datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXII, Agosto de 2010; Pág. 447. 2a. LXV/2010. Registro No. 164 181

AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS.- Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXI, Abril de 2005; Pág. 1138. IV.3o.A. J/4. Registro No. 178 786

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA.- Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Localización: [TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo IX, Mayo de 1999; Pág. 1001. II.A.62 A. Registro No. 194 031

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA. INOPERANTES SI NO ATACAN LA TOTALIDAD DE LOS RAZONAMIENTOS EN QUE SE APOYA EL FALLO RECLAMADO.- Si en los conceptos de violación no se combaten o desvirtúan todos y cada uno de los razonamientos de la sentencia reclamada, aquéllos se consideran inoperantes, ya que aun cuando alguno fuera fundado, no sería suficiente para conceder el amparo solicitado, puesto que existen otras consideraciones de la sentencia que no se impugnaron y que este Tribunal Colegiado no puede estudiar, por ser el amparo en materia administrativa de estricto derecho; conclusión que hace innecesario el estudio de las infracciones que se aducen en los conceptos de violación, en virtud de que lo expresado en ellos carece de trascendencia jurídica, al subsistir la sentencia reclamada con base en los intocados razonamientos en que se apoya. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

En concordancia con lo anterior, al haber sido la parte actora omisa en controvertir el sustento de la autoridad de la Resolución combatida, lo correcto sería reconocer su validez, pues el actor se encuentra en posibilidad jurídica de controvertir las argumentaciones en las que la autoridad se sustentó, por lo que al ser omisa la parte actora en atacar los razonamientos en que se apoya la autoridad, como lo son la conducta de omisión de ejercitar las acciones legales en contra del acuerdo que desconoció la calidad de víctima de la persona de quien fungía como asesor jurídico, y la inexistencia de documental que justificara el asesoramiento o asistencia legal de la víctima anotada, para ejercitar acción legal contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho; se concluye estimar por la falta de impugnación, la validez de la resolución.
Por otra parte, el accionante reitera cuestiones relativas a que la autoridad demandada señaló de manera subjetiva que el actor  fue cómplice de un desconocimiento como ofendido al usuario (**********); en este sentido se reitera la inoperancia del agravio, toda vez que como quedo analizado en párrafos anteriores, de la conducta atribuida al actor, con base en la resolución impugnada, no se advierte referencia a falta alguna, consistente en que haya actuado en complicidad con diversa persona y le haya quitado la calidad de víctima al Señor**********, toda vez que la imputación consistió en omitir representar, asesorar y/o asistir a la víctima citada con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral; ejercitando las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Agente del Ministerio Público, dentro de la carpeta de investigación**********, de ahí la inoperancia de su argumento.
En diversos motivos de disenso el accionante del juicio, señala que le causa perjuicio que la resolución se centra en una solicitud de copias de la carpeta de investigación que realiza el usuario, sin embargo esa solicitud se realizó sin conocimiento del actor, ni le fue notificada la determinación, por lo que no tenía conocimiento de la solicitud ni su determinación, por lo que es ajeno a tales hechos, de ahí que se encuentra ajeno a cualquier tipo de responsabilidad al no existir elementos que acrediten la obligación o responsabilidad de su parte.

Los sintetizados motivos de disenso, son inoperantes.

Se sostiene lo anterior, porque los argumentos que en éstos se contienen, no se encuentran dirigidos a controvertir las consideraciones y fundamentos legales en que se sustentó la emisora para determinar que el aquí actor en su calidad de servidor público, dejó de cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño, disciplina y respeto, a los particulares con los que llegare a tratar, al fungir como asesor de una víctima, caso en el cual le era imperativo brindar la asesoría y asistencia legal, sin advertirse en el caso haya actuado en cumplimiento a dichos deberes, en su carácter de asesor jurídico de la víctima en la carpeta de investigación correspondiente.
 
En efecto, el accionante se concretó a señalar que le causa perjuicio la resolución, porque no tenía conocimiento de la solicitud de copias en la carpeta de investigación por parte de la víctima, ni de su determinación, por lo que es ajeno a cualquier tipo de responsabilidad. Empero, tales manifestaciones no contienen una confrontación argumentativa que evidencie a esta Sala Unitaria que tales argumentos pongan de manifiesto que la resolución impugnada es antagónica a la ley o a la interpretación jurídica de la misma, de tal forma que controviertan las consideraciones en que se sustenta la emisora respecto de la conducta que le fue atribuida consistente en la omisión en su calidad de asesor jurídico de la víctima de ejercitar las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Agente del Ministerio Público, dentro de la carpeta de investigación correspondiente.  
En otro argumento, el actor aduce que las autoridades substanciadoras, o en su caso resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o bien imponer sanciones, cuando de las investigaciones se advierta que no existe daño ni perjuicio, siempre que de la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad, y como se observa del expediente no existe perjuicio o violación de los derechos del usuario**********, además de ser exento de cualquier tipo de responsabilidad, por lo cual considera no existe ningún tipo de responsabilidad, por lo cual considera que es dable que no debe existir sanción alguna.

Como se advierte del argumento expuesto, el actor hace alusión a la facultad de la autoridad, con base en  las hipótesis que exige el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, toda vez que el contenido del mismo prevé que: “Las autoridades a que se refiere este Capítulo, en los ámbitos de su competencia, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.”, sin que en el caso dicha legislación resulte aplicable al aquí actor, dada la abrogación de dicha Ley al entrar en vigor la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a lo establecido en el artículo transitorio Segundo de esta Ley, la cual fue publicada el tres de junio de dos mil diecisiete, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, y atento al artículo transitorio Primero su entrada en vigencia lo es a partir del diecinueve de julio de dos mil diecisiete,  previa  su  publicación  en  el  Periódico Oficial  del  Estado  “Plan  de  San  Luis”; de ahí que resulte inaplicable al presente asunto el ordenamiento legal en cita y por ende infundado el agravio que expone el actor.
Por otra parte, el actor se duele de que le causa agravio la resolución que se combate, toda vez que no realiza y analiza la valoración correcta de pruebas, no se analiza la conducta en específico del actor, por lo cual considera que no debe existir sanción, al no incurrir en una falta a su deber de asesorar a sus representadas y representados.

En relación con el argumento anterior, es pertinente puntualizar que del contenido de la resolución cuya nulidad se impugnó, la autoridad demandada destacó en relación a las pruebas admitidas por parte del accionante, que: “Por acuerdo de fecha dieciséis de  octubre de dos mil veinte, la autoridad substanciadora dio cuenta de que ante la inasistencia de **********a la audiencia inicial no obstante estar debidamente notificado, no hizo uso de su derecho a ofrecer pruebas dentro de la causa administrativa, por lo cual, se declaró precluído el derecho a ofrecer pruebas.- -fojas 764-765-“
Conforme a lo transcrito anteriormente, el actor no aportó elementos de prueba dentro del procedimiento administrativo de responsabilidad, por lo cual se declaró precluído el derecho a ofrecer pruebas.
Por lo que respecta a las pruebas aportadas por la Autoridad Investigadora, por lo que hace al aquí actor, se reiteró que corresponde a la Autoridad Investigadora que realizó las imputaciones, la carga de la prueba, resultando que las imputaciones atribuidas se concretaron a señalar que el servidor público a la fecha de los hechos tenía la calidad de Asesor Jurídico de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, quien tenía la obligación de asesorar y representar a la víctima dentro de la carpeta de Investigación respectiva, con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral, además de brindarle asesoría y asistencia para ejercitar las acciones legales en contra de la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Agente del Ministerio Público, en la que estableció que a **********no le asistía el derecho para solicitar copias autentificadas de una carpeta de investigación de la que no era parte, ni como víctima ni como ofendido, por lo que no ejercitar tales acciones incumplió con las obligaciones consignadas en el artículo 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado, por lo que incurrió en la falta administrativa no grave a que hace mención el numeral 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
La emisora del acto impugnado, señaló que en cuanto a los elementos de prueba aportados por la Autoridad Investigadora, y admitidas y desahogadas ante la Autoridad Substanciadora, se advirtió que dentro de la carpeta de investigación**********, se desprende el escrito de fecha veintiocho de junio de dos mil diecisiete, mediante el cual **********compareció en su carácter de ofendido en los autos del mencionado expediente, a fin de designar como asesores jurídicos entre otros al Abogado**********, aquí actor, y en el informe rendido por el Titular del Área de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado, contenido en oficio **********de 27 de marzo de 2019 se manifiesta que el accionante en este juicio fue asignado para asesorar judicialmente a **********entre otros, documentos que relacionados acreditan que el actor fue designado por la persona citada, como su Asesor Jurídico entro de la mencionada carpeta de investigación, a partir del 28 de junio de 2017, por lo que le asistía el deber de asignarle asesoría, y ejercitar las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho que dicto la Agente del Ministerio Público, en la que estableció que **********no tenía derecho para solicitar copias autentificadas de una carpeta de investigación de la que no era parte, ni como víctima ni como ofendido, sin que conste alguna actuación en aquel sentido.
Las pruebas señaladas en el párrafo que antecede, las cuales fueron aportadas por la Autoridad Investigadora, fueron debidamente valoradas, como se aprecia de la resolución impugnada, en el Considerando Cuarto relativo a la Valoración de pruebas, de lo cual se observa, que los elementos de prueba en los que se sustenta la autoridad, concretamente las documentales fueron debidamente valoradas acorde a lo previsto en los numerales 121, 158 y 159 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado  Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 90, 91 y 163 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a los cuales se les otorgó valor probatorio pleno dada su autenticidad y veracidad de los hechos a los que se refirieron, en términos del artículo 136 de la Ley citada con antelación, en relación con el numeral 134 del mismo ordenamiento legal; y por lo que hace a la instrumental de actuaciones, presuncional legal y humana, fueron valoradas en términos de lo dispuesto en los artículos 133 y 137 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado  Municipios de San Luis Potosí.

Por tanto, contrario al argumento del actor, la autoridad emisora de la resolución si realizó y analizó la valoración de pruebas, en los términos descritos, a fin de acreditar que el aquí actor en su calidad de servidor público si incurrió en la conducta atribuida.
Cabe señalar que ante el agravio formulado en el sentido de que la emisora no analiza la valoración correcta de pruebas, sin embargo el actor no precisa en que consistió la señalada incorrección al valorar los medios de convicción, pues no controvierte las consideraciones y fundamentos en que se sustentó la autoridad demandada al realizar el análisis y valoración de las pruebas.
En un diverso motivo de impugnación, el actor refiere que es ilegal la sanción dictada en su contra, en razón de que nunca se contempló que no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos imputados, además de no ser fundado y motivado de manera adecuada el actuar de la autoridad, por lo cual considera se vulneran los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.
Resulta inoperante su argumento, pues lo expuesto no se encuentra dirigido a controvertir las consideraciones y fundamentos legales en que se sustentó la autoridad emisora para determinar la responsabilidad en contra del aquí actor dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa, e imponer la sanción correspondiente, pues no basta que el actor señale que la autoridad no contempló que no tenía responsabilidad en los hechos atribuidos, y que el acto es ilegal por no estar adecuadamente fundado y motivado, toda vez que las manifestaciones que se expresen deben contener una confrontación argumentativa lo cual es indispensable, a efecto de que esta Sala Unitaria este en posibilidad de pronunciarse al respecto.

Dicho en otros términos, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de nulidad, deben invariablemente estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto impugnado, porque de lo contrario no pueden ser analizadas por esta Sala Unitaria y deben calificarse como inoperantes. 
Lo expuesto encuentra apoyo en la jurisprudencia pronunciada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, consultable en la página seiscientos veintiuno, del Tomo XII, Julio de dos mil, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, cuyo rubro y texto se transcriben: 
 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”
También cobra aplicación, la jurisprudencia 1ª./J.81/2002, que sobre el particular sostiene la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, Diciembre de dos mil dos, página sesenta y uno, que a la letra reza: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquellos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonamientos del porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los argumentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”

En lo relativo al argumento vertido, en el sentido de que  en el resolutivo de la contraloría se impone al actor responsabilidad que no le aplica, al no existir ni fundamentación ni motivación por parte de la autoridad al aplicar la sanción, toda vez que no incumplió con falta administrativa alguna.


Resulta inoperante su concepto de nulidad, toda vez que en cuanto al punto resolutivo que menciona, no le causa agravio alguno, pues los puntos resolutivos de un fallo, deben comprenderse en su contexto completo, es decir, referirse también a las consideraciones legales expuestas en la resolución, pues son éstas las que sustentan los puntos resolutivos; sin que el actor combata consideración alguna que sustente la resolución, de ahí la inoperancia de su agravio.

Por otra parte, aduce el actor que no existe ni fundamentación, ni motivación por parte de la autoridad al aplicar la sanción; lo cual resulta infundado, ello al observarse en la resolución que nos ocupa, diversos fundamentos legales que la sustentan, particularmente en la determinación de la existencia de la falta administrativa con cargo al aquí actor, los artículos 48 fracción I, 74, 75, 296 fracciones VII y IX de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí. 
Lo anterior así se aprecia en la resolución impugnada, en la parte relativa denominada “DETERMINACIÓN DE LA FALTA ADMINISTRATIVA O RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA”, que se localiza a foja 28 frente, 31 a la 34 de este sumario, documental que ha sido valorada en párrafos anteriores. 
Y en lo que respecta a la expresión de razonamientos lógico-jurídicos que motivaron la resolución impugnada, la autoridad demandada explicó en la parte concluyente de éste, que se acreditaba la existencia de la falta administrativa no grave, atribuida al actor, relativa al incumplimiento a la obligación prevista por el artículo 48 fracción I,  de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, relativa a cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño, disciplina y respeto, a los particulares con los que llegare a tratar, lo anterior en relación a las obligaciones que adquirió al ostentarse como asesor jurídico, donde tenía la obligación de asesorar y representar a la víctima**********, dentro de la carpeta de investigación, con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral, además de brindarle la asesoría y asistencia para ejercitar las acciones legales en contra de la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Agente del Ministerio Público en la que se estableció que a la citada víctima no le asistía el derecho para solicitar copias autentificadas de una carpeta de investigación de la que no era parte, sin que exista documental alguna que acredite que el actor en este juicio en su calidad de servidor público, representara, asesorar o asistiera a la mencionada Víctima, para ejercitar alguna acción legal, a fin de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral, por lo que al no haber actuado en tal forma incurrió en incumplimiento a lo establecido en el numeral 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, y previa la consideración de los elementos establecidos en el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, concluyó la emisora determinar la sanción establecida en el numeral 74 fracción II, de la Ley en comento, consistente en la suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de quince días.
Atento a lo anteriormente establecido, la demandada fundamentó y motivo la aplicación de la sanción en los términos anotados; sin embargo, respecto del cúmulo de dispositivos legales que cita la Autoridad Demandada en la resolución impugnada, y consideraciones legales vertidas, el accionante es omisa por completo en demostrar que no son aplicables, son insuficientes, o bien que no son los idóneos para sostener la legalidad de la actuación autoritaria; por lo que su argumentación es infundada, e inoperante para demostrar que se cometió en su perjuicio violación alguna.
En argumento diverso, el actor se duele de haber dado cumplimiento a sus funciones y responsabilidades, señalando que no realizo conducta alguna que encuadre en una violación a los derechos de sus representados, por lo que la acción que pretende realizar la autoridad acusadora no encuadra con la conducta atribuida.
Al respecto se considera necesario transcribir los artículos  48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, que disponen a la letra lo siguiente:
ARTÍCULO 48.  “Incurrirá  en  falta  administrativa  no  grave  el  servidor  público  cuyos  actos  u  omisiones incumplan  o  transgredan  lo  contenido en  las  obligaciones  siguientes: 
I. Cumplir  con  las  funciones,  atribuciones  y  comisiones  encomendadas,  observando  en  su desempeño  disciplina  y  respeto,  tanto  a  los  demás  Servidores  Públicos  como  a  los  particulares  con los  que  llegare  a  tratar,  en  los  términos  que  se  establezcan  en  el  código  de  ética  a  que  se  refiere  el artículo  16  de  esta  Ley;…”
ARTÍCULO  129.  “Corresponde al  Asesor Jurídico de las  Víctimas:   
I.  Procurar  hacer  efectivos  cada  uno  de  los  derechos  y  garantías  de  la  víctima,  en  especial  el derecho  a  la  protección,  a  la  verdad  a  la  justicia  y  a  la  reparación  integral.  Por  lo  que  podrá  contar para  el  correcto  desempeño  de  su  encargo,  con  el  apoyo  delos  servicios  de  atención  médica  y psicológica,  trabajo  social  y  aquellas  que  considere  necesarias  para  cumplir  con  el  objetivo  de  esta fracción;   
II.  Brindar  a  la  víctima  información  clara,  accesible  y  oportuna  sobre  los  derechos,  garantías, mecanismos  y  procedimientos  que reconoce esta  Ley;
   III.  …

   IV. Asesorar  y  asistir  a  las  víctimas  en  todo  acto  o procedimiento  ante  la autoridad;
   V. ..

   VI.  Representar  a  la  víctima  en  todo  procedimiento  jurisdiccional  o  administrativo  derivado  de  un hecho  victimizante.”
Del contenido de los preceptos legales citados se desprende que, incurre  en  falta  administrativa  no  grave  el  servidor  público  cuyos  actos  u  omisiones incumplan  o  transgredan  lo  contenido en  la  obligación  de cumplir  con  las  funciones,  atribuciones  y  comisiones  encomendadas,  observando  en  su desempeño  disciplina  y  respeto,  tanto  a  los  demás  Servidores  Públicos  como  a  los  particulares  con los  que  llegare  a  tratar,  en  los  términos  que  se  establezcan  en  el  código  de  ética  a  que  se  refiere  el artículo  16  de  la  Ley en cita.
Asimismo, que corresponde al  Asesor Jurídico de las  Víctimas, procurar  hacer  efectivos  cada  uno  de  los  derechos  y  garantías  de  la  víctima,  en  especial  el derecho  a  la  protección,  a  la  verdad  a  la  justicia  y  a  la  reparación  integral.  Por  lo  que  podrá  contar para  el  correcto  desempeño  de  su  encargo,  con  el  apoyo  de los  servicios  de  atención  médica  y psicológica,  trabajo  social  y  aquellas  que  considere  necesarias  para  cumplir  con  el  objetivo  de  esta fracción;   brindar  a  la  víctima  información  clara,  accesible  y  oportuna  sobre  los  derechos,  garantías, mecanismos  y  procedimientos  que reconoce la Ley; asesorar  y  asistir  a  las  víctimas  en  todo  acto  o procedimiento  ante  la autoridad y representar  a  la  víctima  en  todo  procedimiento  jurisdiccional  o  administrativo  derivado  de  un hecho  victimizante.
Ahora bien, la conducta atribuida al aquí actor, es la consistente en omitir representar, asesorar y/o asistir a la víctima, con la finalidad de hacer efectivos sus derechos a la protección, a la verdad, a la justicia y a la reparación integral; ejercitando las acciones legales contra la determinación de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, dictada por la Agente del Ministerio Público, dentro de la carpeta de investigación**********.
En ese sentido, contrario a lo señalado por el actor, la omisión atribuida encuadra en lo previsto en el artículo 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, dado el incumplimiento del servidor público, respecto de  las  funciones,  atribuciones  y  comisiones  encomendadas,  observando  en  su desempeño  disciplina  y  respeto,  tanto  a  los  demás  Servidores  Públicos  como  a  los  particulares  con los  que  llegare  a  tratar,  toda vez que al servidor público en su calidad de asesor jurídico de las víctimas, le correspondía Procurar  hacer  efectivos  cada  uno  de  los  derechos  y  garantías  de  la  víctima,  en  especial  el derecho  a  la  protección,  a  la  verdad  a  la  justicia  y  a  la  reparación  integral, así como brindar  a  la  víctima  asesoraría y asistencia  en  todo  acto  o procedimiento  ante  la autoridad; y representar  a  la  víctima  en  dicho procedimiento, conforme a lo establecido en el numeral 129 fracciones I, II, IV y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; por lo que al incumplir el servidor público con dichas funciones, no obstante de haber sido designado como asesor jurídico de la víctima, omitió ejercitar las acciones legales en contra del acuerdo de dieciocho de octubre de dos mil dieciocho dictado por la Agente del Ministerio Público, en el que desconoció la calidad de víctima, respecto de la persona de quien el aquí actor fungía como asesor jurídico, por lo que dicha conducta omisiva encuadra exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida.
Finalmente, se aprecia del numeral 74 fracción II, de la ley de la materia, entre otras la sanción consistente en suspensión del  empleo, cargo  o  comisión, la cual podrá ser impuesta por la demandada como sanción administrativa, en los  casos  de  responsabilidades  administrativas  por  faltas  de  las  catalogadas como  no  graves,  como en el caso acontece; por lo que previa la consideración y valoración de los elementos establecidos en el artículo 75 de la citada Ley, y de acuerdo a las consideraciones expuestas por la emisora determino imponer la sanción consistente en suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de quince días, temporalidad que se ubica dentro de los parámetros previstos en el precepto legal citado en primer término.
En tales consideraciones, se tiene que en la especie no le asiste razón al actor, ya que de lo resuelto por la autoridad demandada, se desprende que se cumple con el principio de tipicidad aplicable a las sanciones administrativas, al constar en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción, conducta infractora que se tuvo plenamente justificada, conforme a las consideraciones que expuso la emisora del acto en la resolución de mérito.
Al respecto resulta aplicable la Jurisprudencia P./J. 100/2006, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, texto y datos de localización, se transcriben a continuación: Registro digital: 174326, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Administrativa, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Agosto de 2006, página 1667

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.
Por último, el actor señala que se encuentra ajeno a cualquier tipo de responsabilidad de la cual se le pretende hacer responsable, al no existir elementos que acrediten cualquier tipo de obligación o responsabilidad de su parte, pues no existe perjuicio a alguna de las partes que de manera profesional acorde a su estrategia de defensa realizó.   
El sintetizado motivo de impugnación es inoperante; lo anterior se afirma de tal manera, porque de un análisis integral de la resolución reclamada, en la que la emisora determinó que se acreditaba la existencia de la falta administrativa no grave, atribuida al aquí demandante, y por ende la existencia de responsabilidad, y como consecuencia de ello, impuso la sanción consistente en suspensión del empleo, cargo o comisión por el período de quince días; se desprende, que para arribar a tal conclusión se sustentó en diversas consideraciones suficientes para regir su sentido, de las cuales no se controvierte ninguna.
Consecuentemente, si del concepto de violación que en este apartado se analiza, no se controvierte las razones por las cuales la autoridad emisora de la resolución, consideró que existían elementos suficientes que acreditarán la existencia de la falta administrativa imputada y la responsabilidad de la misma, por parte del actor, toda vez que no se impugna con precisión lo atinente a tales consideraciones; por tanto, es inconcuso que deviene inoperante el argumento general en el sentido de que se le pretende hacer responsable, al no existir elementos que acrediten cualquier tipo de obligación o responsabilidad de su parte; toda vez que era menester que el accionante impugnara de manera concreta las consideraciones torales que sustentaron la existencia de la falta administrativa no grave que le fue atribuida y su consecuente responsabilidad, para que esta Sala Unitaria estuviera en aptitud de pronunciarse al respecto. 
Lo anterior encuentra apoyo en la jurisprudencia pronunciada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, consultable en la página seiscientos veintiuno, del Tomo XII, Julio de dos mil, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, cuyo rubro y texto se transcriben: 
  “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”
En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución impugnada, consistente en la resolución de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra de los aquí actores **********emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se; 
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución de fecha ocho de abril de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra de los aquí actores**********, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, combatida en los juicios 441/2021 y 445/2021, por los fundamentos y motivos señalados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (rúbricas)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

